Escrito de solicitud al Defensor del Pueblo
Nombre y apellidos: ______________________________________________
DNI o NIE: __________________________
Nacionalidad:________________________
Domicilio: ______________________________________________________
Provincia: ___________________________
País: ________________________________
El Parlamento de Cataluña ha aprobado la Ley 10/2010, de 7 de mayo, de acogida de las personas inmigradas y de las retornadas a Cataluña (DOGC núm. 5629, de 14 de mayo de 2010) por el que se crea y regula el servicio de primera acogida y se crea la Agencia de Migraciones de Cataluña. La citada Ley regula en su artículo 13 el certificado acreditativo oficial que será expedido por la Generalitat o los entes locales que se facilitará a las personas que hayan adquirido conocimientos lingüísticos básicos, laborales y de la sociedad catalana. 

Este certificado tendrá eficacia jurídica en los procesos de extranjería, en concreto en el de renovación del permiso de residencia, y para la adquisición de la nacionalidad española, de modo que su obtención podría ser requisito para acceder a determinados servicios públicos y prestaciones sociales de carácter económico. 

El proceso de integración que se contempla en la norma catalana ignora que el proceso de integración de los extranjeros inmigrados y de los retornados se hace en el conjunto de la sociedad española. La Ley catalana de acogida, al establecer requisitos específicos en función de la Comunidad de acogida, fragmenta la sociedad de integración. Así, el artículo 13.4 de la ley catalana 10/2010  dispone que: “la participación en los servicios de primera acogida forma parte del proceso de integración y así se reconoce” y añade que, para obtener el certificado acreditativo oficial que servirá para integrarse en la sociedad española, los extranjeros residentes en Cataluña deberán acreditar conocimientos básicos de catalán, antes de adquirir las competencias básicas en castellano. 
A estos efectos, se debería tener en cuenta que, según establece el artículo 149 de la Constitución, las políticas de inmigración corresponden en exclusiva al Estado y que la Ley Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre, insta a los poderes públicos, también a los catalanes, a facilitar la integración de las personas inmigradas en la sociedad española. En este sentido, se ha de tener en cuenta que en el proceso de adquisición de la nacionalidad por residencia es necesario que los extranjeros acrediten conocimientos de castellano; ello es así porque, de acuerdo con el artículo 3.1. de la CE, el idioma común de la sociedad española, y así lo ha reconocido el Tribunal Constitucional, es el castellano. Sin embargo, el artículo 9 de la Ley de acogida prioriza el conocimiento del catalán sobre el del castellano y da un trato diferente a las dos lenguas oficiales en el proceso de primera acogida impidiendo, por ejemplo, que sea la persona interesada la que, en base a sus intereses y proyectos, decida qué lengua oficial le interesa aprender en primer lugar. 
La Ley 10/2010 establece, por lo tanto, un régimen distinto, desigual y desproporcionado que discrimina a los extranjeros inmigrados residentes en Cataluña con respecto a los que estén empadronados en el resto de España, puesto que a estos últimos no se les exige acreditar conocimientos básicos de catalán  para obtener las certificaciones oficiales que justifican su arraigo en España.  
La aplicación de la norma catalana puede afectar a la movilidad de las personas inmigradas que lleguen a Cataluña y que, en función de su proyecto vital, decidan trasladarse a otra Comunidad diferente, limitándose el derecho a elegir libremente la residencia y a circular por el territorio nacional establecido en el artículo 19 de la Constitución y por el artículo 5 de la ley Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre, de reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social.  
Por todo lo anterior, 


SOLICITA: Al Defensor del Pueblo que, haciendo uso de la competencia prevista en el artículo 162.1 a) de la Constitución interponga recurso de inconstitucionalidad contra la Ley 10/2010, de 7 de mayo, de acogida de las personas inmigradas y de las regresadas a Cataluña, por considerar que la redacción del artículo 9 de esta Ley y el establecimiento de requisitos específicos en el artículo 13 de la Ley para la obtención del certificado acreditativo es contraria, entre otros,  a los artículos 3.1, 14 y 19 de la Constitución española en tanto y cuanto establece una reducción de los derechos y libertades de los extranjeros residentes en Cataluña respecto a los extranjeros residentes en el resto de Comunidades Autónomas 

Atentamente,

Firma:

__________________, _____ de _____________ de 2010
